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SALA SEGUNDA NUM. REGISTRO: 1782/1992.

ASUNTO: Recurso de amparo pro-
Seccién Tercera movido por dofia Alicia GOmez
Hernédndez, don Teodoro Goémez
Duque y dofia Gloria Herné&ndez

EXCMOS. SRES.: Calvo.

Don Luis Lépez Guerra. SOBRE: Autos de 1la Seccifén
Don Eugenio Diaz Eimil. Cuarta de la Audiencia Provin-
Don Julio D. Gonzélez Campos cial de Madrid que no dan lugar

al abono de intereses en la ta-
sacién de costas practicada en
el juicio de faltas ndm.
875/1988 del Juzgado de Ins-
truccién ntm. 2 de San Lorenzo
de E1 Escorial.

La Seccién, ha examinado el recurso de siplica formulado
por el Ministerio Fiscal contra la providencia de inadmisién
recaida en el presente recurso de amparo.

I. ANTECEDENTES

1. Mediante escrito que tuvo entrada en este Tribunal el
8 de julio de 1992, don José Luis Granizo Garcia Palomeque,
Procurador de los Tribunales, en nombre y representacién de
dofia Alicia GOmez Hernéndez, don Teodoro Gémez Duque y dofia
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Gloria Herndndez Calvo, formularon recurso de amparo contra el
Auto de la Seccién Cuarta de la Audiencia Provincial de Madrid,
de 30 de mayo de 1992, y contra el que no dio lugar a la
aclaracién posterior de éste, de 24 de junio del mismo afio,
que, con desestimacién de la apelacién interpuesta contra las
resoluciones del Juzgado de Instruccién nam. 2 de San Lorenzo
de El Escorial en materia de tasacién de costas, declararon no|
haber lugar a incrementar el pago de las indemnizaciones reco-
nocidas a favor de los demandantes con el importe correspon-
diente a los intereses legales.

, 2. El recurso tiene su origen en los siguientes antece-
dentes de hecho:

A) En sentencia recaida en el juicio de faltas ndm.
875/1988, el Juzgado de Instruccién nim. 2 de San Lorenzo del
Escorial condené a dofia Pilar Mufioz Ramirez al pago de distin-
tas cantidades en concepto de indemnizacién a favor de los per-
judicados, hoy demandantes en amparo, de las que responderia
como responsable civil directo la Mutua Madrilefia Automovilis-
ta. En el fallo se hacia advertencia a las partes de su derecho
a recurrir en apelacién con las obligaciones que sefiala la Dis-
posicién adicional primera-4 y tercera de la Ley Orgdnica 3/89,
Y, en cumplimiento de ello, la Mutua Madrilefia consigné, el 30
de julio de 1990, las cantidades recogidas en el fallo a fin de
que le fuese admitido el recurso. El1 fallo no contenia mencién
expresa sobre el pago de intereses.

B) En la Sentencia de apelacién, pronunciada el 4 de mar-
zo de 1991, la Audiencia desestimé el recurso de la Mutua Ma-
drilefia Automovilista y, en el fundamento juridico 42 rechazé
también la adhesién a la apelacién que habian pretendido los
hoy demandantes a fin de que se accediese "a un aumento de las
indemnizaciones que les fueron reconocidas". Tampoco esta se-
gunda Sentencia contiene pronunciamiento alguno sobre el pago
de intereses.
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C) Practicada la tasacién de las costas, los demandantes
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previsto en la Ley 50/1980 de Contrato de Sequro (art. 20). El
Juzgado, por su parte, incluyé en dicha tasacién (de 17 de ju-
lio de 1991) no el citado interés sino el del 12 por 100.

D) De nuevo se impugné por los actores la tasacién hecha
a fin de que los intereses se computasen no hasta la fecha de
consignacién de las cantidades sino la de su efectivo pago, vy,
en cuanto a su cuantia, para que fuesen calculados en el impor-
te del 20 por 100 anteriormente pretendido. La Mutua Madrilefia,
en este incidente, se opuso a la impugnacién tanto en lo rela-
tivo al periodo de tiempo de liquidacién como a su cuantia, en
concreto respecto de este Ultimo extremo consideraba que no de-
bia procederse a la liquidacién de intereses por ningGn concep-
to. Por su parte, el Ministerio Fiscal apoyé la impugnacién en
lo concerniente al periodo de liquidacién y se opuso a ella en
cuanto a la cuantia del 20 por 100.

Por Auto de 11 de diciembre de 1991, se resolvié la cita-
da impugnacién en el sentido de que los intereses deberia de
ser los del 12 por 100 desde la fecha de la sentencia hasta su
total ejecucién.

E) La resolucién anterior fue recurrida en reforma y sub-
sidiaria apelacién por los actores, insistiendo en la proceden-
cia de los intereses del 20 por 100 que habian solicitado en su
escrito anterior. Al recurso se opuso la Mutua Madrilefia Auto-
movilista puesto que la misma "ya consigné la cantidad princi-
pal y sus intereses una vez dictada la sentencia en primera
instancia, y como requisito procedimental que el Juzgado enten-

g dié necesario para interponer recurso de apelacién". El Fiscal
t reiteré su informe anterior, y el Juzgado, por su'parte, recha-
g z6 el recurso en Auto de 4 de febrero de 1992 y denegé también
g la liquidacién provisional de los intereses del 12 por 100 pe-

didos por los demandantes "en tanto en cuanto se resuelva el
recurso de apelacién".
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TITUCIONAL vié la apelacién subsidiariamente interpuesta sefialando que la

consignacioén hecha por la Mutua Madrilefia supone que no hay de-
mora ni retraso en la ejecucién del fallo y que no cabe, por
via de impugnacién de una tasacién de costas, obtener un incre-
mento de intereses que no se admitieron ni reconocieron en nin-
gin momento, declarando cumplida y terminada la obligacién de
pago de la Compafiia Aseguradora. Desestimaba, por tanto, el re-
curso y declaraba no haber lugar al incremento de las cantida-
des.

G) Solicitada la aclaracién del Auto anterior, en otro
nuevo de 24 de Junio de 1992 no se accedia a ella, aunque en el
fundamento juridico 32 se dice que "como no hubo demora en el
pago, no se puede aumentar la cifra indemnizatoria ni con el 12
ni con el 20 por 100".

3. La demanda de amparo alega que los autos de la Audien-
cia han vulnerado el derecho fundamental reconocido en el art.
24.1 C.E. por los siguientes motivos: Ha violado la prohibicién
de la reformatio in peius al anular la condena al pago de los
intereses reconocidos sin que nadie lo hubiese pedido y como
consecuencia del exclusivo recurso de los actores; incurre en
vicio de incongruencia por cuanto deniega el abono de los inte-
reses del 20 pbr 100 con aplicacién de lo dispuesto en las Dis-
posiciones adicionales de la Ley 3/1989, cuando la peticién de
los actores se fundaba en el art. 20 de la Ley 50/1980 de Con-
trato de Sequro; les ha producido indefensién porque no han po-
dido alegar nada al respecto de la fundamentacién juridica que
deniega dichos intereses; finalmente, los autos impugnados, ha-
ciendo caso omiso de los términos en que las partes plantearon
la ejecucién, no ha llevado a efecto el fallo de la sentencia
en sus propios términos vulnerando su derecho a la ejecucién de
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las resoluciones judiciales.

Papel de Oficio




) TRIBUNAL

CONS

s ¢

UNE A-4

Papel de Oficio

TITUCIONAL

A 0 0476235

-5-

Terminaron solicitando que se anulasen los autos recurri-
dos y que se ejecuten las sentencias recaidas en los términos
fijados en los autos de 11 de diciembre de 1991 y 4 de febrero
de 1992 del Juzgado de Instrucciénm.

4. Mediante providencia de 15 de octubre de 1992, la Sec-
cién Tercera de la Sala Segunda de este Tribunal acordé que,
antes de decidir sobre la admisién de la demanda, se remitiese
por la Seccién Sexta de la Audiencia Provincial de Madrid y por
el Juzgado de Instruccién ntm. 2 de San Lorenzo de El Escorial
certificacién o copia adverada de las actuaciones correspon-
dientes al rollo de apelacién ndm. 101/1992 y al juicio de fal-
tas nGm. 875/1988, respectivamente.

5. Una vez recibidas las actuaciones judiciales, la Sec-
cién, por providencia de 19 de abril de 1993, acordé por unani-
midad inadmitir a trémite el recurso de amparo, por entender
que concurria en el mismo la causa prevista en el art. 50.1 c¢)
LOTC. Dicha providencia fue notificada al Ministerio Fiscal el
3 de mayo siguiente.

6. E1 dia 6 de mayo de 1993 interpuso el Ministerio Fis-
cal recurso de siplica contra la anterior providencia, intere-
sando que se deje sin efecto la misma y se acuerde el plantea-
miento del tré&mite de admisién que previehe el art. 50.3 de la
LOTC, a través del cual vuelva a examinarse el fundamento de la
demanda de amparo con intervencién de la parte y de ese Minis-
terio.

Basa su recurso en que a la vista de los términos de la
parte dispositiva del Auto de 30 de mayo de 1992 de la Seccién
Sexta de la Audiencia Provincial, desestimatorio del recurso de
apelacién contra el también Auto de 4 de febrero de 1992 del
Juzgado de Instruccién, y habida cuenta de que el Auto de 11 de
diciembre de 1991, confirmado por el de 4 de febrero citado,
modificé el pronunciamiento de la Sentencia en lo que a intere-
ses se refiere, pudiera resultar una reforma peyorativa en con
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tra del propio recurrente que le hubiera producido indefensién
como alega en la demanda de amparo. Afiade que, aunque tal ex-
tremo pudiera considerarse un incidente en la ejecucién que po-
dria rectificarse en la ejecucién misma, es lo cierto que
interpuesto recurso de aclaracién insistié la Sala en el pro-
nunciamiento mencionado.

II. FUNDAMENTOS JURIDICOS

l. Tal y como se ha sefialado en los antecedentes, el Mi-
nisterio Fiscal sostiene en su recurso que el Auto pronunciado
por la Audiencia Provincial de Madrid, que desestimé el de ape-
lacién formulado por los actores contra el del Juzgado, también
desestimatorio del de reforma, de 4 de febrero de 1992, puede
suponer una reforma peyorativa de este Gltimo y del de 11 de
diciembre de 1991 por el que se modificé la tasacién de costas.
Dicha creencia del Ministerio Piblico tnicamente puede venir
apoyada en el hecho de que el citado Auto de 11 de diciembre
s6lo fue impugnado por los demandantes y, de acuerdo con los
razonamientos de éstos vertidos en su recurso, al haber sido
ellos los Gnicos impugnantes de las resoluciones del Juzgado, y
dejar sin efecto la Audiencia los intereses reconocidos, habria
empeorado la situacién juridica de los mismos como efecto de su
exclusivo recurso.

2. Este Tribunal ha reconocido con reiteracién que aunque
la prohibicién de reformatio in peius no se encuentra reconoci-
da en ningin precepto constitucional su transcendencia en este
ambito deriva de la prohibicién que de la indefensién realiza
el art. 24.1 C.E. y, como consecuencia de ello, que la parte
apelante de un recurso no podrd ver empeorada su situacién ju-
ridica como consecuencia de su exclusiva impugnacién. Criterio
éste cuya validez en el juicio de faltas y en relacién a las
indemnizaciones derivadas de él1 ha sido reafirmado en distintas
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TRIBUNAL ocasiones por este Tribunal (asi SSTC 84/1985, 102/1988,

;Wmﬂ@PML 202/1988, 120/1989 y 40/1989).
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Es, pues, la conexién entre reformatio in peius e
indefensién la que presta trascendencia constitucional a las
infracciones de tal regla, y, por razén de ello, careceréa de la
misma cuando, como dijimos en la STC 15/1987, la sentencia de
apelacién, aunque pueda producir una reforma peyorativa, se
produce al término de un debate en el que frente al apelante se
han podido sostener otras pretensiones de las que éste pudo de-
fenderse y que liberan al Juez de los limites de lo ya estable-
cido en primera instancia.

3. A la luz de la anterior doctrina constitucional y te-
niendo a la vista las actuaciones judiciales cabe concluir que
la indefensién a la que aluden los actores no ha tenido lugar.

En efecto, una vez firme la sentencia recaida en el jui-
cio de faltas, en la que no se hacia mencién alguna sobre el
pago de intereses ni sobre la cuantia de los mismos, el Juzgado
practicé tasacién de costas incluyendo el importe de las indem-
nizaciones reconocidas en la Sentencia y los intereses produci-
dos por las mismas hasta el momento de su consignacién (30 de
julio de 1990) por el importe previsto en el art. 921 de la
L.E.C. Dicha cantidad fue satisfecha con cargo a lo consignado.

Fueron los perjudicados, aqui demandantes en amparo, los
que impugnaron dicha tasacién en un doble sentido: uno, el pe-
riodo por el cual debieron ser calculados (pretendiendo que se
liquidaran hasta el 20 de mayo de 1991) y otro, su cuantia (en
el sentido de que se incrementaran en el 20 por 100 previsto

§ por la Ley de Contrato de Seguro como sancién legal). La parte
j condenada al pago, Mutua Madrilefia Automovilista, se opuso a
E dicha impugnacién tanto en lo referente al periodo liquidable
g como a la cuantia, y el Juzgado, en su Auto de 11 de diciembre

de 1991, accedié a la impugnacién en lo referente al primer
apartado, es decir, al periodo de liquidacién de intereses, y
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TRIBUNAL la desestim6 en cuanto al segundo (cuantia del 20 por 100). El
_ CONSTITUCIONAL Auto resulté recurrido en reforma y subsidiaria apelacién por
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lo demandantes, pero, tanto una como otra impugnacién, fueron
rechazadas por el Juzgado y por la Audiencia Provincial no sin
antes haber oido a las partes del proceso, manteniendo, en el
caso de la Mutua Madrilefia Automovilista, su posicionamiento
procesal anterior oponiéndose a los recursos puesto que la mis-
ma "ya consigné la cantidad principal y sus intereses una vez
dictada sentencia en primera instancia".

Pues bien, de todo ello resulta que los actores sometie-
ron al 6rgano judicial una impugnacién relativa al importe to-
tal de los intereses incluidos en la tasacién de costas a la
que se opusieron las demé&s partes del proceso, sosteniendo la
Mutua Madrilefia Automovilista que no se habia devengado intere-
ses algunos. Ante estos posicionamientos procesales, los autos
judiciales han dado respuesta motivada a la impugnacién tenien-
do en cuenta lo pretendido con ella y lo sostenido por las de-
mads partes con pretensiones de signo contrario. La
fundamentacién de los autos de la Audiencia Provincial, resol-
viendo la apelacién y la solicitud de aclaracién posterior, es
razonable y se apoya sobre dos presupuestos indiscutibles: que
las sentencias no recogian una condena concreta sobre el pago
de intereses y que la Compafiia aseguradora no podia ser conde-
nada a ellos porque habia consignado las cantidades a indemni-
zar y los intereses debidos hasta el momento de recurrir en
apelacién. En este sentido, los recursos de reforma y subsidia-
rio de apelacién no pueden desligarse entre si ni de la inicial
impugnacién que 1los actores realizaron de la tasacién de cos-
tas, como tampoco se pueden desligar de la posicién procesal
que las partes adoptaron en el incidente de ejecucién. La exis-

-
; tencia, precisamente, de pretensiones de signo contrario ha 1li-
z berado al 6rgano de segunda instancia de los limites fijados
% por el Juez en su auto, sin que, por este motivo, pueda soste-
g nerse una reforma peyorativa de la situacién juridica creada en
&

la instancia a favor de los recurrentes.
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En atencién a lo expuesto, la Seccién acuerda desestimar
el recurso de siplica interpuesto por el Ministerio Fiscal con-
tra la providencia de la Seccién Tercera del Tribunal Constitu-
cional de 19 de abril de 1993, confirmando la misma.

Madrid, treinta y uno de mayo de mil novecientos noventa

y tres.




